INCIDENTE DE DESACATO 

RADICACIÓN: 660013109001201000038-01
ACCIONANTE:   JOSÉ WILMER ARICAPA P.
REVOCA
A N°21
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 INCIDENTE DE DESACATO / PRORROGAS DE AYUDA HUMANITARIA / MODIFICACIÓN DE LA SITUACIÓN QUE ORIGINÓ LA ACCIÓN DE TUTELA. Como quiera entonces que el contexto planteado actualmente por el señor JOSÉ WILMER ARICAPA PIEDRAHITA es absolutamente diferente a aquel por el cual se le concedió el amparo constitucional, el haberle impuesto sanciones a los funcionarios de la AURIV por considerarse que los mismos incumplieron el fallo de tutela sería extender tal protección a temas que nada tienen que ver con el asunto que fue decidido por el despacho en esa primigenia oportunidad, por lo cual en sentir de esta Corporación la providencia sancionatoria proferida por el a quo debe ser revocada. Lo dicho, con mayor razón cuando en la misma sentencia de tutela se dejó consignado en forma expresa que: “[…] deberá ser prorrogada hasta que su situación de urgencia finalice o sea superada”; y como se advierte, los factores que motivaron esa acción fueron superados y ahora se está en presencia de una situación nueva y diferente que amerita ser valorada por la actual entidad que atiende la citada problemática social.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
              Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintitrés (23) de marzo de dos mil diecisiete (2017)

                                                               Acta de Aprobación N° 248
                                               Hora: 7:40 a.m.
1.- VISTOS 

Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), mediante la cual se sancionó al Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE -Director Técnico de Gestión Social y Humanitaria- y a la Dra. CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO -Subdirectora General- de la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -en adelante UARIV-,  por no atender el cumplimiento de la sentencia de tutela emitida a favor del señor JOSÉ WILMER ARICAPA PIEDRAHITA. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- En mayo 26 de 2010, el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, en calidad de juez constitucional de primer grado concedió el amparo de los derechos a la igualdad en conexidad con la dignidad humana y mínimo vital en favor del señor JOSÉ WILMER ARICAPA PIEDRAHITA, dentro de la acción de tutela presentada contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional; y, en consecuencia ordenó a tal entidad que: “[…] gestionen y materialicen la entrega de las prórrogas de ayuda humanitaria a que tiene derecho el señor ARICAPA PIEDRAHITA, y su núcleo familiar en su condición de desplazados, la cual deberá ser prorrogada hasta que su situación de urgencia finalice o sea superada […]”.

2.2.- En noviembre 17 de 2016 el despacho recibe escrito del señor JOSÉ WILMER ARICAPA en el que solicita que la unidad de víctimas le brinde ayuda humanitaria con urgencia, toda vez que tiene a su hijo menor de edad hospitalizado en Villavicencio (M.) por una patología de leucemia, y por ende no puede trabajar por estar pendiente de su hijo, además de no contar con dinero para comprar comida y los gastos que requiere.

2.3.- El juzgado por auto de noviembre 21 de 2016 requirió a la Directora del Departamento para la Prosperidad Social Dra. TATIANA OROZCO DE LA CRUZ, al Director de Gestión Social y Humanitaria de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV- Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE, y al Director de dicha entidad Dr. ALAN JESÚS EDMUNDO JARA URZOLA, para que dentro de las 48 horas siguientes dieran cumplimiento a la acción constitucional.

2.4.- Ante el silencio de  dichos funcionarios, mediante proveído de diciembre 12 de 2016 se dispuso requerir a la Subdirectora General de la UARIV, Dra. CLAUDIA VIVIANA FERRO, como superior jerárquica del Director de Gestión Social y Humanitaria para que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas proceda a darle cumplimiento a la acción constitucional, conforme lo reglado en el canon 27 del Decreto 2591/91.
2.5.- Al no recibirse respuesta alguna, por auto de enero 24 de 2017 el  a quo ordenó correr traslado de la queja a la Subdirectora de la UARIV y al Director de Gestión Social y Humanitaria de la misma entidad -Doctores CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO y RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE, respectivamente-, conforme lo previsto en el canon 52 del Decreto ya aludido.

2.6.- En febrero 2 de 2017 la Jefe Oficina Asesora Jurídica del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social expresa que el actor ha sido sujeto de diversas prórrogas de ayuda humanitaria, desde junio 10 de 2010 hasta octubre 29 de 2015, y que desde enero 1 de 2012 la UARIV es la encargada de valorar las condiciones de vulnerabilidad de quienes son víctimas del conflicto, siendo la llamada a establecer si el mismo es o no sujeto de las referida prórrogas, por lo que dicho departamento no es el competente para resolver lo pedido por el accionante. Solicita en consecuencia se archive el incidente de desacato.
2.7.- Luego de surtido el trámite de Ley, el Juzgado en decisión de marzo 3 de 2017 sancionó por desacato a la Subdirectora General de la UARIV -Dra. CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO-, y al Director de Gestión y Ayuda Humanitaria -Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE-, con 3 días de arresto y multa de 1 s.m.l.m.v., para cada uno, al establecerse que no han cumplido el fallo de tutela que ordenó la entrega de ayuda humanitaria al accionante.
3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del Incidente de Desacato que se tramitó en el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

Si bien en el presente asunto, por parte del despacho de primer nivel se dio comienzo al trámite a que alude el canon 27 del Decreto 2591/91, en atención a lo informado por el actor JOSÉ WILMER ARICAPA PIEDRAHITA, en el sentido que requiere de ayuda humanitaria a raíz de la actual situación que padece por cuanto su hijo menor se encuentra interno en un hospital de Villavicencio (M.) y carece de los recursos para su sostenimiento en dicha ciudad para estar al cuidado del pequeño, considera la Sala, que ello no daba mérito a la apertura del incidente por tratarse de hechos totalmente disímiles a los que motivaron la inicial tutela en el año 2010 y a la cual al parecer se le ha dado cumplimiento, como así se desprende de lo informado por el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.

Del estudio del fallo de tutela adoptado por el juzgado a quo en mayo 26 de 2010, se  observa que ello tuvo su razón de ser en el hecho de que el señor ARICAPA PIEDRAHITA fue desarraigado del municipio de Granada (M.) con sus dos hijos menores, lo que lo llevó a solicitar ante la Unidad de Atención y Orientación de la Población Desplazada que se le brindara ayuda humanitaria, al carecer de recursos para la manutención de su familia, y eso fue lo ordenado en esa oportunidad, además de que ésta debería ser prorrogada hasta que su urgencia familiar finalice o sea superada.
De la información que se arrimó a este trámite se observa que al actor se le han brindado diferentes ayudas humanitarias y la última de ellas, según el Departamento para la Prosperidad Social, se le entregó en octubre 29 de 2015 por valor de $215.000, como consecuencia de su condición de víctima del conflicto armado, al haber sido desplazado del Departamento del Meta.

No obstante lo anterior, a la hora de ahora, reclama el señor  JOSÉ WILMER ARICAPA PIEDRAHITA que por intermedio del juez constitucional se le ordene a la UARIV la entrega de “ayuda humanitaria de emergencia”, pero por un contexto totalmente diferente a aquel que motivó el amparo de los derechos fundamentales que pidió en el año 2010, esto es, por cuanto tiene uno de sus hijos menores hospitalizado en un hospital de Villavicencio (M.), lo cual le impide trabajar para su sostenimiento, situación ésta que implica predicar que al parecer las circunstancias que originaron su desplazamiento de ese departamento ya habían sido superadas.

Así se asegura, porque precisamente la ayuda que ahora solicita es por no poder trabajar toda vez que la situación de su hijo le dificulta hacerlo, lo que para la Sala tiene una importante connotación, porque en efecto con anterioridad a la patología de su descendiente el señor JOSÉ WILMAR ya laboraba -lo que explica que no se le hayan vuelto a dar prórrogas desde octubre de 2015-, máxime que ya había retornado a la región de donde sufrió su desarraigo, lo que también daría pie a pensar que alcanzó un nivel de autosostenimiento para continuar su vida en forma adecuada; y, se itera, que la circunstancia por la que actualmente atraviesa ha sido producida en un escenario que nada tiene que ver con su condición de desplazado, sino derivada de la enfermedad de uno de sus hijos.

Para la Sala entonces, lo actualmente pretendido por el actor, hace referencia a una circunstancia totalmente distinta a la que generó la interposición de la inicial acción constitucional. Luego entonces, si en la actualidad considera que por esa específica situación que ahora presenta, se le deben otorgar ayudas o prórrogas de ayuda humanitaria, debió acudir ante la UARIV en esa región del país para que luego de la valoración respectiva se determinara si en efecto se hacía necesaria la misma. De igual modo, y de estimar que con la negativa de la entidad de otorgarle el dinero que necesita para comprar comida o los elementos que requiere, se le vulneran derechos fundamentales, podrá acudir en una nueva acción constitucional para que se determine si existe vulneración de éstos.

Como quiera entonces que el contexto planteado actualmente por el señor JOSÉ WILMER ARICAPA PIEDRAHITA es absolutamente diferente a aquel por el cual se le concedió el amparo constitucional, el haberle impuesto sanciones a los funcionarios de la AURIV por considerarse que los mismos incumplieron el fallo de tutela sería extender tal protección a temas que nada tienen que ver con el asunto que fue decidido por el despacho en esa primigenia oportunidad, por lo cual en sentir de esta Corporación la providencia sancionatoria proferida por el a quo debe ser revocada.

Lo dicho, con mayor razón cuando en la misma sentencia de tutela se dejó consignado en forma expresa que: “[…] deberá ser prorrogada hasta que su situación de urgencia finalice o sea superada”; y como se advierte, los factores que motivaron esa acción fueron superados y ahora se está en presencia de una situación nueva y diferente que amerita ser valorada por la actual entidad que atiende la citada problemática social.
Pese a lo anterior, y en atención a lo sostenido con antelación, se insta al señor JOSÉ WILMER ARICAPA PIEDRAHITA para acuda a la UARIV en Villavicencio (M.) con miras a que allí se determine si se hace necesaria la prórroga de la ayuda humanitaria de emergencia que pide; e igualmente  de observar que con la negativa de la entidad para otorgárselos se le vulneran sus derechos fundamentales, podrá interponer acción constitucional por esa novísima situación, que en sentir de la Sala es distinta a la que motivó la tutela que se le concedió en mayo 26 de 2010.

4.- DECISIÓN 
Conforme con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, REVOCA la providencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) que fue objeto de consulta, por las razones esgrimidas en la parte considerativa. 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El secretario  de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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